
257Revista de Ciencias Penales
Sexta Época, Vol. XLI, Nº 3 (2014), Páginas 257 - 262

3. Corte de Apelaciones - Derecho Penal

VIOLENCIA INTRAFAMILIAR.

DELITO DE DESACATO. QUEBRANTAMIENTO DE MEDIDAS 
CAUTELARES. INFRACTOR PUEDE QUEDAR SOMETIDO A DOS 
PROCESOS DISTINTOS, UNO POR VIOLENCIA Y OTRO POR SU 
INOBSERVANCIA A CUMPLIR LAS CONDICIONES DE LA SUSPENSIÓN 
DEL PROCEDIMIENTO.

Hechos

Tribunal Oral en lo Penal condenó al imputado, a la pena de 61 días de presidio 
menor en su grado mínimo en calidad de autor del delito de lesiones menos graves 
en contexto de violencia intrafamiliar y a la pena de 541 días de presidio menor 
en su grado medio como autor del delito de desacato. La defensa del condenado 
deduce recurso de nulidad en contra de la sentencia, la Corte de Apelaciones, 
rechaza el recurso deducido.

Antecedentes del fallo:
Tipo: Recurso de nulidad (rechazado).
Tribunal: Corte de Apelaciones de Valparaíso.
Rol: 492-2014.
Partes: “C/ José Torrijo Carrasco”.
Ministros: Srta. Eliana Quezada Muñoz, Sra. Gloria Torti Ivanovich y Abo-
gado Integrante Sr. Carlos González Medel.

Doctrina

Por otra parte, cabe señalar que como lo ha resuelto la Excma. Corte Suprema, 
el quebrantamiento de medidas cautelares conlleva a la revocación del benefi-
cio y a la continuación del proceso; y desde el punto de vista de la Ley especial 
Nº 20.066 aparte de producirse el mismo efecto respecto al juicio penal suspendi-
do –prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar– expresamente el 
legislador ordena poner los hechos a disposición del Ministerio Público para que 
decida o no denunciarlos y formalizarlo específicamente por el delito de desacato 
del inciso 2º del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil. De esta suerte 
es perfectamente posible que en cumplimiento al mandato de la ley el infractor 
se vea, como en la situación actual, sometido a dos procesos distintos por hechos 
independientes y separados: a aquél, por la violencia ejercida y a éste otro derivado 
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de su inobservancia a cumplir las condiciones que aceptó a cambio de la suspensión 
del procedimiento. Se recuerda que éste es precisamente el efecto real de la norma 
del artículo 16 inciso 1º de la ley señalada cuando dispone que “sin perjuicio de 
las sanciones principales y accesorias que correspondan al delito de que se trate”.
Por todo lo relacionado, la sentencia recurrida de nulidad no adolece del vicio 
de ilegalidad de haber incurrido en errónea aplicación del derecho que hubiere 
influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo, razón por lo cual no se aco-
gerá el recurso de nulidad deducido (considerandos 8º y 9º de la sentencia de 
la Corte de Apelaciones).

Cita online: CL/JUR/2096/2014

Normativa relevante citada: Artículos 373 letra b) del Código Procesal 
Penal; 240 del Código de Procedimiento Civil; 8º y 10 de la Ley Nº 20.066.

¿Desacato de una resolución que decreta 
medidas cautelares en el contexto de violencia intrafamiliar?

Ma. Soledad Krause Muñoz

Abogada

Con fecha 7 de mayo de 2014, la Corte de Apelaciones de Valparaíso rechazó 
recurso de nulidad deducido en contra de la sentencia dictada por el Tribunal Oral 
en lo Penal de Valparaíso que condenó al acusado a la pena de 61 días de presidio 
mayor en su grado mínimo por lesiones menos graves en el contexto de violencia 
intrafamiliar y a la pena de 541 días de presidio menor en su grado medio como 
autor del delito de desacato. 

La Corte estima que no existe una errónea aplicación del inciso 2º del artículo 
240 del Código de Procedimiento Civil cuando se sanciona conjuntamente al autor 
por los delitos de lesiones y de desacato en razón del incumplimiento de medidas 
cautelares decretadas durante el proceso. 

Se funda para ello en que la Ley de Violencia Intrafamiliar es una norma especial 
en relación con las reglas del Código Procesal Penal, de manera tal que no exigiría 
la concurrencia de infracciones graves y reiteradas para que se diera aplicación al 
artículo 10, bastando cualquier incumplimiento; interpretación que, según dice, 
resultaría acorde con la historia de establecimiento de la ley. 

Agrega que resulta discutible que el delito de desacato se tipifique sólo en los 
supuestos en que la obligación que se debe y que se incumple sea impuesta por una 
sentencia definitiva o una interlocutoria ejecutoriadas o que causen ejecutoria, toda 
vez que el título del Código de Procedimiento Civil en que se contempla el artículo 
240 se refiere, en general, a la ejecución de las resoluciones, término genérico que 
las comprendería todas. Adicionalmente, que al tenor del artículo 158 del Código 
de Procedimiento Civil, la resolución que impone medidas cautelares sería una sen-
tencia interlocutoria, en la medida en que falla un incidente estableciendo derechos 
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permanentes para las partes, y resuelve sobre un trámite que sirve de base para el 
pronunciamiento de una sentencia definitiva o una interlocutoria. Ello, porque 
“por una parte, durante el período de observación de la víctima, favorecida con la 
medida, potencialmente protege su seguridad y el inculpado garantiza que el proce-
dimiento queda detenido temporalmente en su favor hasta el vencimiento del plazo. 
Por la otra, si el obligado cumple lo que se le ha exigido, se libera del proceso con la 
sentencia, también interlocutoria, que lo sobresee definitivamente. Esta resolución 
causa ejecutoria, luego, produce los efectos que el recurso afirma que no concurren”.

Finalmente, sostiene que el efecto del quebrantamiento de medidas cautelares 
conlleva la revocación del beneficio de la suspensión condicional del procedimiento 
y, en los términos establecidos por la Ley Nº 20.066, también el que se pongan 
tales hechos en conocimiento del Ministerio Público para los efectos previstos en 
el inciso 2º del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil. De este modo, que 
“es perfectamente posible que en cumplimiento del mandato de la ley el infractor 
se vea, como en la situación actual, sometido a dos procesos distintos por hechos 
independientes y separados: a aquél, por la violencia ejercida y a este otro derivado 
de su inobservancia a cumplir las condiciones que aceptó a cambio de la suspensión 
del procedimiento. Se recuerda que éste es precisamente el efecto real de la norma 
del artículo 16 inciso 1º de la ley señalada cuando dispone que ‘sin perjuicio de las 
sanciones principales y accesorias que correspondan al delito de que se trate’”.

La sentencia que se comenta confiere al delito de desacato del inciso 2º del 
artículo 240 del Código Penal un alcance amplio1, de acuerdo con el cual el simple 
incumplimiento de una medida cautelar decretada en procedimientos penales 
por violencia intrafamiliar podría configurarlo; y sin perjuicio de la revocación 
de la suspensión condicional del procedimiento, si es que la referida medida se ha 
decretado en el mencionado contexto. 

Estimo que la referida interpretación no resulta admisible teniendo en consi-
deración el sentido literal de la precitada norma (fundamentalmente la voz que-
brantar); la historia del establecimiento de la misma2, su ubicación sistemática3, 

1  Conforme con la posición mayoritaria en la jurisprudencia. Ver, a modo ejemplar, Corte 
Suprema, 26 de enero de 2010, Rol Nº 8467-2009; Corte de Apelaciones de Iquique, 15 de mayo de 
2014, Rol Nº 93-2014; Corte de Apelaciones de Valparaíso, 29 de abril de 2014, Rol Nº 449-2014, 
y Corte de Apelaciones de Iquique, 16 de abril de 2014, Rol Nº 39-2014.

2  Incorporada originariamente por la Ley Nº 7.760, de 1944 conforme con la cual “Cumplida 
una resolución, el tribunal tendrá facultad para decretar las medidas tendientes a dejar sin efecto 
todo lo que se hiciere en contravención a lo ejecutado. El que quebrante lo ordenado cumplir, 
será responsable del delito de desacato y será sancionado con la pena contemplada en el Nº 1 del 
artículo 262 del Código Penal), la que, atendida la equivocada referencia, quedó sin aplicación 
hasta la dictación de la Ley Nº 18.175, en que adquirió la redacción que actualmente exhibe.

3  En el Libro I, Título XIX del Código de Procedimiento Civil, dentro de las reglas de ejecución 
de las sentencias firmes, junto con las normas del cumplimiento incidental y sin perjuicio de las 
del juicio ejecutivo.
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así como las finalidades que llevaron a su consagración en nuestro ordenamiento 
jurídico4. 

Debe tenerse en consideración, adicionalmente, que el artículo 10 de la Ley 
Nº 20.066 no crea una nueva figura de desacato (distinta de la contemplada en el 
inciso 2º del artículo 240), sino que ordena al tribunal que remita los anteceden-
tes al Ministerio Público para los efectos de lo previsto en el inciso 2º del artículo 
240 del Código de Procedimiento Civil. Esa técnica de remisión de la que se vale 
el legislador hace posible concluir que no existen en nuestro sistema jurídico dos 
delitos de desacato o dos formas de desacato (uno general y otro en el ámbito de 
violencia intrafamiliar), sino que uno solo.

El delito de desacato constituye el mecanismo de cierre del sistema de ejecución 
de las sentencias firmes en nuestro ordenamiento jurídico, que tiene por objeto 
tutelar el efecto de intangibilidad de las decisiones adoptadas por los tribunales 
en ejercicio de su jurisdicción5. La norma primaria obliga a los sujetos a no alterar 
los efectos de una sentencia ya cumplida y, de ese modo, resguarda los efectos de la 
cosa juzgada (uno de los elementos esenciales de la recta administración de justicia).

Así las cosas, sólo puede entenderse configurado en relación con decisiones que 
tienen un carácter permanente, como son las sentencias definitivas y las sentencias 
interlocutorias que cumplen una función equivalente, ya sea porque se pronuncian 
sobre el fondo, o porque producen los efectos de una decisión final (como la que 
acoge el desistimiento de la acción, la que acepta el abandono del procedimiento, 
la que acoge la excepción de prescripción, entre otras)6. No ampara resoluciones 
que tienen una naturaleza meramente temporal o transitoria, como son las que 
decretan cautelares7.

4  La protección de la recta administración de justicia, de acuerdo con lo que ha entendido 
la mayoría de la doctrina, ver a modo ejemplar ETCHEBERRY, Alfredo, Derecho Penal, Parte 
especial, tomo IV (Santiago, 2004), p. 266; HERNÁNDEZ, Héctor, Informe en derecho. Alcances 
del delito de desacato en el contexto de la Ley de Violencia Intrafamiliar (Santiago, 2006), passim. 

5  En ese sentido, ver Corte de Apelaciones de Concepción, 13 de noviembre de 2008, 
LegalPublishing Nº: 41.216: “El delito de desacato es aquel que se configura respecto del que 
quebranta lo ordenado cumplir. Para su aplicación, debe relacionarse con lo dispuesto en el 
artículo 231, aplicándose a las sentencias definitivas o interlocutorias ejecutoriadas o que causen 
ejecutoria, esto es, a aquellas que produzcan el efecto y otorguen la acción de cosa juzgada, y 
consecuencialmente tengan un carácter permanente; y en cuanto a que las reglas allí señaladas 
se aplican siempre que la ley no haya dispuesto otra forma especial de cumplir la sentencia”.

6  Ver ROMERO, Alejandro, La cosa juzgada en el proceso civil chileno (Santiago, 2002), p. 23: 
“las otras resoluciones que producen cosa juzgada son las interlocutorias firmes. También en este 
caso, para que produzcan cosa juzgada, se debe exigir un pronunciamiento sobre el fondo del asunto 
o sobre alguna situación jurídica equiparable al pronunciamiento de fondo”. Ver, asimismo, Corte 
Suprema, 30 de junio de 1993, RJ t. XC, sec. 1ª, p. 67 y Corte Suprema, 25 de junio de 1988, RDJ 
t. XC, sec. 3ª, p. 83 

7  Sea que se consideren sentencias interlocutorias o autos. Existe abundante jurisprudencia 
que, teniendo en cuenta su carácter provisional, las califica como autos, ver, a modo de referencia, 
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Cuando el Tribunal, en la sentencia comentada, da al delito de desacato una 
interpretación tan amplia, afecta el principio de legalidad, extendiendo el ámbito 
de aplicación de la figura penal más allá de su sentido literal posible. Al obrar de 
ese modo, además, infringe el non bis in idem y los principios de proporcionalidad 
y ultima ratio que deben uniformar la intervención punitiva del Estado.

En efecto, las medidas cautelares que se decretan en los procedimientos ju-
diciales –dentro de las cuales se contemplan las dispuestas en los seguidos de 
acuerdo con la Ley de Violencia Intrafamiliar– tienen, como su propio nombre 
indica, una finalidad tutelar. Lo que se pretende por su intermedio es asegurar las 
finalidades del procedimiento que se intenta, y, en definitiva, la eficacia del pro-
nunciamiento que, en definitiva, se adopte. Estimo que la mencionada naturaleza 
no se ve alterada por el hecho de que las mismas se dispongan como condiciones 
para la suspensión del procedimiento, en la medida en que persiguen también, en 
la lógica de este mecanismo, la tutela de la finalidad del procedimiento (satisfacer 
de manera alternativa la pretensión punitiva del Estado).

Pues bien, el mencionado interés resulta suficientemente tutelado cuando, en 
supuestos de incumplimiento de la medida, se autoriza al tribunal para imponer 
apremio; y éste se ve reforzado por la pérdida del beneficio de suspensión, cuan-
do ellas se han impuesto como condiciones de ella. Al incumplimiento de una 
pretensión instrumental tutelar (asegurar los resultados del juicio) se lo sanciona 
con medidas procedimentales (apremio y pérdida del beneficio de la suspensión)8.

Pretender que ese mismo incumplimiento puede dar origen a una sanción 
independiente, parece una forma de volver a considerar nuevamente un mismo 
elemento con el objeto de imponer una doble sanción. En la especie no puede 
hablarse de dos bienes jurídicos protegidos diferentes (la vida y la salud de la 
víctima y el incumplimiento), sino que de uno mismo; ni tampoco de dos razones 
diferentes para sancionar (es solo una: el incumplimiento de la finalidad tutelar). 
En la especie se configura el defecto de bis in idem precisamente porque la inter-

Corte de Apelaciones de Talca, 11 de diciembre de 2012, Rol Nº 1316-2012; Corte de Apelaciones 
de Talca, 5 de abril de 2011, Rol Nº 10-2011; Corte de Apelaciones de Talca, 19 de diciembre de 
2011, Rol Nº 1198-2011; Corte de Apelaciones de Talca, 20 de diciembre de 2011, Rol Nº 1126-
2011, y Corte de Apelaciones de Talca, 24 de octubre de 2011, Rol Nº 970-2011. En contra, y 
diferenciando entre la naturaleza jurídica de la resolución que concede y deniega cautelares, 
Corte de Apelaciones de Santiago, 12 de junio de 2014, Rol Nº 2682-2014; Corte de Apelaciones 
de Punta Arenas, 20 de octubre de 2010, Rol Nº 5475-2010, y Corte de Apelaciones de Punta 
Arenas, 23 de febrero de 2007, Rol Nº 182-2006.

8  Estimo que ese contenido sancionatorio no se ve alterado porque se imponga dentro del 
proceso, teniendo en cuenta que su antecedente es una infracción, y su contenido, una afectación 
perjudicial de los derechos o de la posición del imputado. Lo mismo puede decirse de otras 
medidas adoptadas en el curso del proceso y que tienen un contenido sancionatorio, como sucede 
con la condena en costas, o la imposición de la carga de consignar previo a la oposición de nuevos 
incidentes en los términos establecidos por el artículo 88 del Código de Procedimiento Civil.
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pretación que se da al artículo 240 inciso 2º del Código de Procedimiento Civil 
hace posible que el tipo penal se convierta en una garantía más (al mismo nivel 
que el apremio) para asegurar el cumplimiento de las resoluciones9.

Asimismo, una reacción penal independiente para el incumplimiento de la 
medida cautelar resulta desproporcionada, en la medida que las finalidades de 
aseguramiento del procedimiento bien pueden alcanzarse con la imposición de me-
didas dentro del mismo como son el apremio y la pérdida del beneficio alternativo.

Tampoco parece adecuarse la interpretación del fallo comentado al principio 
de ultima ratio, en la medida en que suma la tutela penal a otros mecanismos, que 
en sí mismos, resultan adecuados y suficientes. 

Como consideración final, estimo relevante mencionar que no es posible encon-
trar en el principio de especialidad de la Ley Nº 20.066 el fundamento para que 
cualquier incumplimiento configure el delito de desacato. Como ya se mencionó, la 
referida ley no creó una nueva forma de desacato ni extendió el ámbito de aplicación 
del referido delito, limitándose a una remisión al tipo consagrado en el inciso 2º del 
artículo 240 del Código de Procedimiento Civil. Este exige quebrantar lo ordenado 
cumplir, lo que no puede identificarse con el simple desobedecimiento, y obliga 
a un plus de afectación, que puede fundarse en la gravedad y en la reiteración. 

9  Como ha dicho la Corte Suprema, 11 de julio de 2006, Rol Nº 5889-2004, la circunstancia 
de que un mismo hecho funde la imposición de ambas sanciones constituye una infracción al 
principio de non bis in idem si no existen fundamentos distintos.


